TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA  DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente :   Claudia María Arcila Ríos

Pereira, mayo dieciocho (18) de dos mil dieciséis (2016)  

Acta No. 234 del 18 de mayo de 2016
Expediente 66001-31-10-004-2013-00527-01

Decide esta Sala el recurso de apelación que interpuso la parte demandada frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, el 17 de junio de 2014, en el proceso sobre impugnación de la paternidad extramatrimonial promovido por la señora Eliana Lisbeth Amaya López, en representación de su hija menor Danna Camila Ramírez Amaya, contra Leonardo Fabio Ramírez Gómez.

ANTECEDENTES

1) Con la acción propuesta pretende la demandante se declare que la menor Danna Camila Ramírez Amaya no es hija del demandado y se inscriba esa decisión al margen del registro civil de nacimiento respectivo.
2) El supuesto fáctico que soporta las anteriores pretensiones, puede resumirse así:

a.- La señora Eliana Lisbeth Amaya López, a mediados del mes de abril de 2007, comenzó una relación sentimental con el señor Leonardo Fabio Ramírez Gómez; para entonces se encontraba embarazada del señor Wilson Cardona, de quien se ignora su paradero, pero conocía del estado de gravidez.
b.- La menor Danna Camila Ramírez nació el 27 de agosto de 2007 en Pácora, Caldas y el demandado le propuso a la madre reconocerla como hija suya, pues el padre biológico no estaba interesado en hacerlo. La oferta fue aceptada.

c.- En noviembre de 2007, la señora Amaya López se trasladó para el municipio de Santa Rosa de Cabal y comenzó una relación marital con el demandado, la que se terminó en febrero de 2012.

ACTUACIÓN PROCESAL

1) Mediante proveído del 2 de agosto de 2013 se admitió la demanda.
2) Trabada la relación jurídica procesal, el demandado dio respuesta al libelo. Manifestó que no le constaban, en su mayoría, los hechos de la demanda; se opuso a las pretensiones porque la acción para impugnar el reconocimiento ya caducó y porque los problemas entre la ex pareja no pueden ser confundidos con los derechos suyos y de la menor.
3) Realizada sin ningún resultado práctico la audiencia prevista por el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil y practicadas las pruebas decretadas, se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que aprovechó la actora. El demandado los formuló de manera extemporánea.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
Se produjo el 17 de junio de 2014. En ella, el señor Juez Cuarto de Familia de Pereira declaró destruida “la presunción legal de hija extramatrimonial” de la menor Danna Camila Ramírez Amaya en relación con el señor Leonardo Fabio Ramírez Gómez; ordenó la inscripción del fallo en el respectivo registro civil de nacimiento y condenó en costas al demandado.

Para decidir así, sin analizar ninguna prueba, expresó que el citado señor no puede ser tenido como padre biológico de la menor Danna Camila, con independencia de las razones que haya tenido para reconocerla, porque se lesiona el derecho de la niña a gozar de una verdadera identidad y que tal acción la podía promover el actor en cualquier tiempo.
Se refirió a la posibilidad de vincular en esta clase de asuntos al verdadero padre, de acuerdo con la ley 1060 de 2006, “Situación agotada en este trámite donde se procederá de conformidad”. Sin embargo, ni lo uno, ni lo otro ocurrió, a pesar de lo cual, más adelante insistió en ese argumento. Se expresó que en “la oportunidad probatoria y de presentarse los alegatos de conclusión, las partes prescindieron de éstas (sic), actitud que hace extensiva a la aceptación de las pretensiones de la demanda”. Empero, a ninguna de tales etapas renunciaron las partes.

Ese constituye todo el sustento del fallo que apeló la parte demandada.

MOTIVOS DE LA IMPUGNACIÓN 
Alega la apoderada del recurrente que tal como lo sostuvo en la contestación a la demanda, no es cierto que el demandado supiera con antelación que la menor Danna Camila no era su hija, pues la madre se encargó de convencerlo de lo contrario y por tal razón la reconoció como tal en el respectivo registro; la citada señora incurrió en conducta delictuosa y no puede sacar provecho de su propio dolo. Aduce que la conoció en el año 2006 en el municipio de Santa Rosa de Cabal, era su alumna y nació entre ellos una amistad que luego se transformó en una relación sentimental; sostuvieron relaciones íntimas; ella se fue para Pácora, Caldas y pasados unos meses le insinuó que estaba esperando un hijo suyo; feliz, lo aceptó y asumió con responsabilidad la situación; ha actuado de buena fe, como padre de la menor, prodigándole afecto y cuidados y que producida la caducidad de la acción, se impugna la paternidad.

Aduce que el funcionario de primera sede dio por ciertos los hechos de la demanda y accedió a las pretensiones, para lo cual adujo que la acción se podía ejercer en cualquier tiempo, en razón a la prevalencia de los derechos fundamentales de la menor a tener una identidad, pero con su decisión la deja sin el apellido de quien siempre actuó como su padre, sometiéndola al azar de que encuentre al verdadero,  Wilson Cardona; miles de personas deben tener ese mismo nombre, no se sabe si vive o está muerto y ni si quiera, si se trata de una más de las ardides de la actora para hacer inducir en error a la administración de justicia.
Afirma que el verdadero padre de Danna Camila es el demandado, quien de buena fe ha actuado como tal y así lo reconoce la menor; ni aquel, ni el padre biológico han impugnado la filiación y se encuentra el primero protegido con la caducidad de la acción; además, se practicó la vasectomía porque decidió no tener más hijos “para poder darle todo lo mejor a su bebe (sic)”.

La sentencia de primera instancia, dice, no es congruente con los hechos alegados; no contiene una valoración de las pruebas recaudadas; ni se decretaron las que solicitó para demostrar el engaño del que fue víctima por parte de la señora Amaya López quien no puede beneficiarse de su mala fe para dejar a su hija expósita y a aquel señor sufriendo por la pérdida de la pequeña, a quien no puede ver desde hace más de dos años, “porque su madre se lo impide argumentando que la fiscalía lo tiene conminado”.
Luego afirma que la prueba de ADN no es irrefutable, ni da plena certeza sobre la paternidad biológica, porque existe un margen de error, así sea mínimo, por lo que el juez debe acudir a pruebas adicionales para adquirir el convencimiento pleno de los hechos y en esas condiciones el demandado es el padre de la niña, mientras no exista un impugnante que aparezca con mejor derecho. 
Transcribió jurisprudencia relacionada con la caducidad de la acción para impugnar la paternidad, que considera, en este caso, es de 140 días contados a la fecha en que se tuvo conocimiento de que no se es el padre o madre biológico, de conformidad con el artículo 248 del Código Civil, modificado por la ley 1060 de 2006.
Concluye que el proceso está afectado de nulidad porque no se decretaron las pruebas que solicitó; la acción caducó porque la demandante conocía los hechos en que fundamentó la impugnación hacía más de cuatro años; la misma señora no está legitimada para ejercer la acción, porque fue ella quien indujo en error al demandado; este fue violentamente engañado, se le permitió ilusionarse con una hija que deseaba y ama. 

Solicita se revoque la sentencia de primera instancia y en su lugar se dicte fallo inhibitorio por presentarse el fenómeno de la caducidad de la acción; en subsidio, se declare la nulidad de lo actuado desde el auto que decretó las pruebas y se tenga en cuenta el amor que el señor Ramírez Gómez le ha prodigado a su hija, los objetivos que para ella tiene en el futuro. 
CONSIDERACIONES

1) Los presupuestos procesales para dictar sentencia de mérito se encuentran reunidos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda invalidar lo actuado.

2) Corresponde en este caso decidir si el reconocimiento que como hija extramatrimonial suya hizo el demandado, respecto de la menor Danna Camila Ramírez Amaya, debe mantenerse, o si por el contrario, ha de ser cancelado con motivo de la impugnación que de ese reconocimiento hizo la citada niña, representada por su progenitora y si esa acción se encuentra o no caduca.
3) Obran en el proceso los siguientes documentos:
3.1 Copia auténtica del registro civil de nacimiento de Diana Camila Ramírez Amaya, acto inscrito en la Registraduría Municipal de Pácora, Caldas, el 28 de agosto de 2007, bajo el indicativo serial 36175827, en el que se indica que el hecho se produjo el 27 de ese mismo mes y que la inscrita es hija de Eliana Lisbet Amaya López y de Leonardo Fabio Ramírez Gómez; este último suscribió el acta respectiva. En tal documento se expresa que ese serial es reemplazado por el 36175949 por cambio de nombre
.

3.2 Copia auténtica del registro civil de nacimiento de Danna Camila Ramírez Amaya, acto inscrito en la Registraduría Municipal de Pácora, Caldas, el 12 de agosto de 2008, bajo el indicativo serial 36175949, en el que se indica que ese hecho se produjo el 27 de agosto de 2007 y que la inscrita es hija de Eliana Lisbet Amaya López y de Leonardo Fabio Ramírez Gómez. Se anotó al margen de ese documento que ese serial reemplaza el 0036175827 por cambio de nombre
.
4) El artículo 1° del Decreto 1260 de 1970 define el estado civil de una persona como su situación jurídica en la familia y la sociedad, que determina su capacidad para ejercer ciertos derechos y contraer ciertas obligaciones.

En razón a la importancia que tiene el estado civil de las personas, principalmente en las relaciones de familia y en la sociedad, el legislador colombiano se ha preocupado porque los hechos que lo constituyen gocen de estabilidad y seguridad. La misma ley consagra los medios para probarlo, los funcionarios encargados de llevarlo, el tiempo dentro del cual los interesados deben suministrar los datos para su registro, así como los documentos, que según el caso, deben aportarse para realizar una inscripción.

El mismo decreto, en su artículo 103, expresa que se presume la autenticidad y pureza de las inscripciones hechas en debida forma en el registro del estado civil, señalando los casos en que pueden rechazarse.

La existencia de los registros civiles de nacimiento atrás descritos, en los que se expresa que la menor Danna Camila Ramírez Amaya es hija reconocida del señor Leonardo Fabio Ramírez Gómez, en principio le confiere la calidad de tal, porque la veracidad de lo certificado se presume, aunque no puede garantizarla la ley, toda vez que el funcionario ante quien se hizo la inscripción se limitó a consignar la información que le brindó el citado señor. Entonces, mientras el acta no sea atacada, hace plena prueba.

En esas condiciones, puede decirse que el documento notarial que contiene la inscripción del nacimiento de la menor Danna Camila Ramírez Amaya, demuestra plenamente la paternidad extramatrimonial de quien como tal la reconoció.

Tal prueba no puede considerarse como irrefutable porque dentro de las posibilidades está el que se haya hecho al funcionario encargado del registro del estado civil de las personas, una afirmación mentirosa.

5) Se pretende, con la acción propuesta, destruir la legalidad que en apariencia ostenta ese registro y por ende, la filiación de la menor citada, para lo cual se impugna el reconocimiento de la paternidad extramatrimonial.

Esa impugnación tiene como fundamento el hecho de ser falsa la afirmación que contiene su registro civil de nacimiento, en cuanto a que la inscrita es hija del señor Leonardo Fabio Ramírez Gómez.
El artículo 5° de la Ley 75 de 1968 dice que el reconocimiento solo podrá ser impugnado por las personas, en los términos y por las causas indicadas en los artículos 248 y 335 del Código Civil.

Ese artículo 248, modificado por el 11 de la Ley 1060 de 2006, autoriza la impugnación probándose que el reconocido no ha podido tener por padre al que pasa por tal y autoriza promover la acción a quienes prueben un interés actual en ello y a los ascendientes que se crean con derechos, durante los 140 días desde que tuvieron conocimiento de la paternidad.

En este caso la propia reconocida, representada por su progenitora, ejerce la acción de impugnación del reconocimiento de la filiación extramatrimonial paterna y a ello puede proceder, aunque la última norma citada no la faculta expresamente para ello, ni, por ende, consagre término alguno para hacerlo, como lo explica la Corte Suprema de Justicia, en sentencia que aunque se produjo antes de la vigencia de la ley 1060 de 2006, tiene aplicación al caso concreto:

“4. Si bien es verdad el artículo 248 del Código Civil, que se ocupa de la impugnación del reconocimiento por expresa disposición de la ley 75 de 1968 , por remisión que ésta hace, regula la legitimación y oportunidad para intentar tal cosa, y allí no aparece de manera expresa mencionado el hijo, ello no puede significar que a éste se esté excluyendo de la posibilidad de hacerlo, pues sería un contrasentido que se viera el interés, verbi gratia, en los ascendientes y no en quien se encuentre directamente comprometido en el vínculo filial. Su interés, por supuesto, podría decirse que es obvio y hasta no necesitaría norma que así lo dijera expresamente. 

Por lo que a este caso respecta, que es al hijo, harto se ha dicho del derecho que le asiste y, por lo mismo, del interés que tiene para indagar sobre el verdadero vínculo filial; y respecto de él, cuando reclama el estado civil, se ha expresado que no tiene término alguno para ello, pues, como en su momento lo señaló la Corporación, “la acción que radica en cabeza de éste para investigar su verdadera filiación es imprescriptible y puede ejercerla en cualquier momento” para “reclamar por este medio la declaración de la verdadera maternidad, aunque el ejercicio de esta acción implique a la vez la impugnación de la maternidad putativa"(G. J., t. CCI, pag.836). 

Puestas así las cosas, es infundado sostener, como lo hace la censura, que esta acción, promovida por la Defensora de Familia en interés exclusivo de la aludida menor, hubiera caducado y que por lo mismo debió ser rechazada la correspondiente demanda, pues, siendo ella misma la demandante, por su condición de hija podía intentarla en cualquier momento en tanto su filiación no correspondiera a la verdadera, conforme a la ley…”

6) Es del caso analizar entonces los hechos en que se fundamenta la acción para determinar si el estado civil que ostenta la menor Danna Camila Ramírez Amaya, en relación con la filiación paterna,   corresponde al real.

En los términos de la última disposición citada, para que la acción de impugnación del reconocimiento de una filiación extramatrimonial salga avante y para hacer referencia al caso concreto, resultaba menester demostrar que la menor accionante no ha podido tener por padre al señor Leonardo Fabio Ramírez Gómez.
Obra en el plenario el examen de ADN practicado por el Laboratorio de Genética Médica de la Universidad Tecnológica de Pereira a las personas involucradas en este asunto y que dio como resultado la exclusión del señor Leonardo Fabio Ramírez Gómez como padre biológico de la menor Danna Camila
. 
De ese dictamen se dio traslado a las partes por el término de tres días, para que tuvieran oportunidad de solicitar se aclarara, modificara u objetarlo por error grave, sin que hubiesen emitido pronunciamiento alguno.
En relación con esa prueba, ha dicho la Corte Constitucional: 

“… el máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria, ha sostenido que en los eventos de exclusión de la paternidad con base en el medio probatorio científico, este adquiere la mayor relevancia, sobre todo, tratándose de la definición del vínculo filial en estos procesos judiciales:
 
“(…)Se recuerda, igualmente, que frente a eventos semejantes en los que el medio científico excluye la paternidad, la Corte ha señalado que el mismo deviene “incontrovertible, puesto que como lo tiene definido la jurisprudencia, ‘en la investigación de la paternidad, el juzgador en la actualidad tiene a su alcance valiosos instrumentos derivados de los avances científicos que le permiten reconstruir la verdad histórica, esto es, la paternidad biológica; por supuesto, que si las pruebas genéticas permiten no solo excluir sino incluir con grado cercano a la certeza la paternidad de un demandado resulta patente su relevancia en la definición de esta especie de litigios….’´ (C. S. J. S. C., 30 Agos. 2006, Rad. 7157, reiterada el 1° Nov. 2011, Rad. 2006-00092-01)”
 
(…)
 
Ciertamente que esa es la hermenéutica que más se aviene a la Constitución y, por ende, a las garantías fundamentales, a la personalidad jurídica, a la filiación y a acceder a la administración de justicia, toda vez que si la certeza y contundencia de la paternidad la otorga de manera principalísima la prueba científica, el reconocimiento que previamente a ella se ha surtido no se puede tornar absoluto e infranqueable al grado de mantener, tozudamente, un vínculo que la realidad incontrovertiblemente contradice”…”

La prueba de que se trata, en el momento actual, en el que el avance de la genética ha permitido llegar hasta límites insospechados, resulta entonces suficiente para considerar acreditado que el señor Leonardo Fabio Ramírez Gómez no es el padre biológico de la menor en cuyo interés se promovió la acción.
En efecto, en la actualidad, después de un largo periodo de investigación en el campo genético y muy especialmente en la tecnología del ADN, se avanzó a pasos agigantados en la materia, hasta el punto de que ese material permite obtener la información muy precisa sobre la identidad de un determinado individuo. 

Con el estudio del ADN de una persona es posible entonces obtener su información genética, la que se ha dicho por los científicos, es única e irrepetible y se transmite de padres a hijos a través del óvulo y el espermatozoide. Recibe pues el hijo de sus padres esa clase de información.

Para arribar a la conclusión si el presunto padre lo es en realidad, debe analizarse en primer lugar, a través de los diferentes marcadores utilizados en el laboratorio, el gen que recibió el hijo de la madre, lo que a su vez permitirá determinar el que transmitió el padre.

Cuando después de aplicados varios métodos de identificación humana en el laboratorio, los fragmentos del gen del hijo están presentes en la madre biológica y en el presunto padre, se considera prácticamente demostrada la filiación paterna del hombre acusado.  Por el contrario, cuando esos fragmentos no se localizan en el gen del presunto padre, la paternidad se excluye.

En el caso concreto, el laboratorio médico encargado de realizar el análisis de la paternidad, después de realizar el referido procedimiento, concluyó que no es el demandado el padre biológico de la menor actora.
La claridad del dictamen en cuanto a las explicaciones que emite para interpretarlo y al efectuar los cálculos estadísticos, así como la firmeza de sus conclusiones, permite otorgarle valor demostrativo a dicha prueba, ya que además reúne los requisitos del artículo 3º de la ley 721 de 2001.
Puede entonces concluirse con certeza que el señor Leonardo Fabio Ramírez Gómez no es el padre biológico de la menor Danna Camila Ramírez Amaya, pues la incompatibilidad sobre esa paternidad, como lo señala la prueba de que se ha hecho alusión, es suficiente para la exclusión.  

7) El demandado, en su respuesta al libelo, invocó la caducidad de la acción como razón para negar las pretensiones de la demanda. El juzgado no le dio el tratamiento de excepción, aunque efectivamente lo es. A pesar de ello, la nulidad que pudo haberse producido porque de ella no se dio traslado a la parte demandante ni se le otorgó la oportunidad para solicitar pruebas, quedó saneada ante el silencio de la parte actora que no la alegó.

De todos modos, tal excepción no está llamada a prosperar porque como lo explica la primera jurisprudencia transcrita en las consideraciones de este fallo, el propio reconocido puede impugnar el reconocimiento de la paternidad en cualquier tiempo. Por tanto, se adicionara la sentencia de primera instancia para declararla no probada.

8) Para la Sala no tienen acogida los argumentos del impugnante, en cuanto aduce que la demandante carece de legitimación en la causa para instaurar la acción, porque fue ella quien indujo en error al demandado para el registro de la menor como su hija. En efecto, la citada señora actúa en representación de la pequeña y no a nombre propio, entonces no es del caso analizar si está o no legitimada en la causa para promover la acción.

Pero es que además, el engaño a que se refiere la parte demandada en los alegatos que se formularon en esta sede, no fue mencionado en el escrito por medio del cual se dio respuesta al libelo y por ende, no resulta posible sorprender a la actora, a estas alturas del proceso, con nuevos argumentos, respecto de los cuales no tuvo la oportunidad de defenderse.
La nulidad que pretende la parte demandada sea declarada porque el juzgado no decretó las pruebas que solicitó, ha debido controvertirlo en el curso de la primera instancia, mediante la interposición de los recursos contra el auto que decretó pruebas, en el que nada se dijo sobre el interrogatorio que solicitó y en el que respecto de los testimonios que pidió, dijo que “en firme el resultado de dicha prueba, se resolverá sobre la prueba testimonial solicitada”.

De haberse configurado el vicio, la nulidad de todos modos no podía alegarse por el accionado, quien intervino en el proceso, después de ocurrida la respectiva causal sin proponerla
.

9) En conclusión, se confirmará la sentencia impugnada, la que será adicionada para declarar no probada la excepción caducidad propuesta por el demandado. 
La parte demandada será condenada a pagar las costas causadas en esta instancia. No se fijarán las agencias en derecho en esta sede, porque para la mayoría de la Sala ello no procede, en razón a que el Código General del Procedo no manda hacerlo así.

En mérito a lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,
RESUELVE

1º.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, el 17 de junio de 2014, en el proceso sobre impugnación de la paternidad extramatrimonial que promovió la señora Eliana Lisbeth Amaya López, en representación de su hija menor Danna Camila Ramírez Amaya, contra Leonardo Fabio Ramírez Gómez, ADICIONÁNDOLA en el sentido de declarar no probada la excepción de caducidad propuesta.
(Continuación fallo del 18 de mayo de 2016, expediente 66001-31-10-004-2013-00527-01)

2º.- Costas en esta instancia a cargo del demandado y a favor de la menor demandante. 

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



(Con salvamento parcial de voto)
DUBERNEY GRISALES HERRERA   


(Ausente con causa justificada)
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Pereira, Mayo 23 de 2016

SALVAMENTO PARCIAL DE  VOTO

Magistrado Ponente
: Claudia María Arcila Ríos

Expediente No.
         : 66001-31-10-004-2013-00527-01

Proceso          

: impugnación del reconocimiento

Demandante  
         : Danna Camila Ramírez Amaya  

Demandado               : Leonardo Fabio Ramírez Gómez Davivienda

Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida el pasado 18 de mayo, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con la no fijación de agencias en derecho, con motivo de la condena en costas que se impuso al demandado.

A mi juicio, han debido tasarse porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la sentencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice:

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.
La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”.

De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandada lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, como no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado, han debido establecerse las agencias en derecho en aquella providencia; además liquidarse y aprobarse las costas en esta sede, de acuerdo con los argumentos planteadas y tal como lo ha venido haciendo la Corte Suprema de Justicia, en providencias dictadas este año, en las que impuso condena en costas y ordenó además que fueran liquidadas por la Secretaria
.

Claudia María Arcila Ríos

Magistrada
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